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JUZGADO VEINTIUNO CIVIL DEL CIRCUITO 
Bogotá D.C., veinticinco de octubre de dos mil veintitrés. 

 
Acción de Tutela N° 11001 31 03 021 2023 00453 00. 
 
Procede el despacho a decidir la presente solicitud de ACCIÓN DE 

TUTELA instaurada por la ciudadana YULY ALBA BARRAGAN CORTES, 
identificada con C.C. N° 53.028.095 expedida en Bogotá, en contra del JUZGADO 
VEINTIDÓS DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MULTIPLE DE BOGOTÁ 
D.C. Se vinculó oficiosamente a los intervinientes dentro del proceso 
RESTITUCIÓN No. 2023-0146 de YULY ALBA BARRAGAN CORTES contra MARÍA 
EUGENIA MORENO MENDOZA, que cursa en el estrado judicial accionado, 
siguiendo las orientaciones contempladas en el Art. 86 de la Constitución 
Nacional, y los Decretos 2591 de 1991 y 306 de 1992. 

 
1.- ANTECEDENTES. 
 
Ejercita la acción la ciudadana YULY ALBA BARRAGAN CORTES, 

identificada con C.C. N° 53.028.095 expedida en Bogotá, mayor de edad, con 
domicilio en esta ciudad, por intermedio de apoderado manifestó bajo la gravedad 

del juramento no haber presentado otra acción por los mismos hechos y derechos 
por los que ahora formulan la presente acción constitucional.  

 
2.- SUJETO EN CONTRA DE QUIEN SE DIRIGE LA ACCIÓN. 
 
La acción en el subjudice va dirigida en contra del JUZGADO 

VEINTIDÓS DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MULTIPLE DE BOGOTÁ 
D.C.  

 
Se vinculó oficiosamente a los intervinientes dentro del proceso 

RESTITUCIÓN No. 2023-0146 de YULY ALBA BARRAGAN CORTES contra MARÍA 
EUGENIA MORENO MENDOZA. 

  
3.- DERECHOS CUYA TUTELA SE IMPETRA. 
 
Se solicita por los accionantes, se tutelen sus DERECHOS 

FUNDAMENTALES al DEBIDO PROCESO, ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE 
JUSTICIA, consagrados como tales en la Carta Magna, pretendiendo de acuerdo a 
los fundamentos fácticos de la acción de tutela se ordene “a la JUEZ 22 DE 
PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MULTIPLE DE BOGOTA garantizar el acceso 
a la administración de justicia de la señora YULY ALBA BARRAGAN CORTES. EN 
CONSECUENCIA, DE LO ANTERIOR. 1. Se admita y radique el escrito de 
subsanación dentro del término legal. 2. Se pronuncie sobre el escrito de 
subsanación sin dilación alguna. 3. Se ORDENE dejar sin valor y efecto el auto de 
fecha 19 de mayo de 2023 y el auto de fecha 27 de septiembre de 2023. 4. Se 
realice un CONTROL DE LEGALIDAD a las actuaciones realizadas. 5. Se subsane 

cualquier causal de NULIDAD hasta la fecha” (sic). 
 
4.- HECHOS. 
 
Se indican por el accionante como supuestos fácticos de la acción 

entre otros, los siguientes: 
 

a) El 26 de enero del año 2023, se radicó la demanda de 
restitución de inmueble arrendado promovida por YULY ALBA BARRAGAN 
CORTES en contra de MARIA EUGENIA MORENO MENDOZA, la que le 
correspondió a la sede judicial accionada. 

b) Con auto del 16 de marzo de 2023, y publicado en el estado del 

17 de ese mes y año, se inadmitió la demanda. 
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c) El togado que representa a la actora presentó escrito de 
subsanación dentro del término, el 22 de marzo hogaño, a través del correo 
electrónico andresespinosa.abogados@gmail.com con destino a 
j22pqccmbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.  

d) El 28 de marzo pasado, ingresó el proceso al Despacho, el cual 
fue rechazado por auto del 19 de mayo de los cursantes, notificado por estado del 
23 de ese mes y año. 

e) Interpuso recurso de reposición en contra de dicho proveído el 
24 de mayo de los cursantes, ingresando al despacho el 26 de ese mes y año, 
resuelto con proveído fechado 27 de septiembre de esa anualidad. 

 
5.- TRÁMITE. 
 
Se admitió la acción de tutela el 20 de octubre hogaño, se 

decretaron las pruebas que el despacho consideró necesarias, determinación que 
fue notificada mediante el envío de comunicación electrónica al petente, el 
estrado judicial accionado y a los vinculados. 

 
El JUZGADO VEINTIDÓS DE PEQUEÑAS CAUSAS Y 

COMPETENCIA MULTIPLE DE BOGOTÁ D.C., por conducto de su titular 

manifestó “Previamente a resolver lo que corresponda y como antecedente 
administrativo que debe ser conocido por las partes e interesados en estas 
diligencias, la suscrita pone en conocimiento que su posesión como titular del 
Despacho en provisionalidad tuvo efectos a partir del día 13 de febrero de 2023. 
Así, ante la continua presentación de tutelas contra el Juzgado y vigilancias 
judiciales por mora en el trámite de solicitudes radicadas, se tomó como medida la 
revisión de todos los procesos físicos, digitalizados e híbridos para comprobar 
cuáles de ellos tenían memoriales pendientes por resolver y procesos que no se han 
calificado, hallándose mucho más de 1.400 procesos al Despacho, y en esas 
circunstancias. En el expediente objeto de acción constitucional, se encuentra que 
efectivamente se profirió auto del 16 de marzo de 2022, notificado por anotación en 
estado del 17 de los mismos mes y año, disponiéndose la inadmisión de la 
demanda y ante la inobservancia de aquel proveído el 19 de mayo hogaño, la 
misma fue rechazada. Una vez allegado y estudiado el recurso de reposición, se 
dispuso que la secretaria y la persona encargada de anexar todos los memoriales a 
los expedientes, realizaran una búsqueda exhaustiva del correo mencionado por el 
recurrente, sin embargo, no fue posible encontrar ningún memorial contentivo de la 
subsanación alegada y que fuera remitido desde la cuenta de correo 
andresespinosa.abogados@gmail.com, como se evidencia el informe rendido por la 
secretaria del Despacho. Ahora, si bien es cierto, dentro del escrito de tutela se 
allega un pantallazo de envío del escrito subsanatorio al correo del Juzgado, lo 
cierto es que no se evidencia que el accionante allegue la respuesta automática del 
Juzgado, con la cual es posible verificar que efectivamente se recibió el mensaje 
digital por parte de este Estrado Judicial. Finalmente, con ocasión de la presente 
Acción Constitucional se dispuso que, nuevamente los empleados de la secretaria 
realizaran búsqueda en todas las carpetas del correo incluidas las de correos no 
deseados y eliminados, sin encontrar el memorial supuestamente enviado. Puestas, 
así las cosas, solicito muy respetuosamente la negativa de la acción constitucional, 
por no haberse encontrado probada la vulneración a los derechos fundamentales 
del convocante como consecuencia de alguna acción u omisión que hubiere 
emanado de este Despacho ahora bajo mi cargo. Así mismo y en virtud de lo 
anterior, es necesario indicar que nos remitimos al contenido de lo actuado en el 
proceso, quedando atenta a las decisiones que se tomen” (sic). 

 
6.- CONSIDERACIONES. 
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La ACCIÓN DE TUTELA fue consagrada en el artículo 86 de la Carta 
Política como la vía para que las personas puedan reclamar ante los Jueces en 
todo momento y lugar por sí mismas o por quien las represente, la protección 
inmediata de sus derechos Constitucionales Fundamentales, cuando quiera que 
estos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier 
autoridad pública o de los particulares en los casos previstos en la Ley. 
 

Debe insistirse en que, la acción de tutela está instituida como un 
mecanismo de defensa al cual pueden acudir las personas afectadas en sus 
derechos individuales fundamentales, consistiendo la protección en una orden 
para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de 
hacerlo. 

 
En este orden de ideas, es preciso, al utilizar el mecanismo 

excepcional de protección de los derechos esenciales con miras al 
restablecimiento del derecho que la persona indique una situación concreta y 
específica que la afecta individualmente, pues como se ha dicho el amparo no es 
un mecanismo de defensa de la constitución en abstracto. 

 
  Con relación a las garantías fundamentales invocadas por el petente 

se precisa lo siguiente: 
 

El DERECHO FUNDAMENTAL AL DEBIDO PROCESO establecido en 
el artículo 29 de la Constitución Política de Colombia, consiste en el conjunto de 
garantías que protegen al ciudadano sometido a cualquier proceso y que le 
asegura a lo largo del mismo una recta y cumplida administración de Justicia y la 
fundamentación de resoluciones conforme a Derecho, el cual tiene plena 
operancia en las actuaciones Judiciales. 
 
  La Corte Constitucional en sentencia de octubre de 1992 al respecto 
señala: “…Todo proceso consiste en el desarrollo de particulares relaciones 
Jurídicas entre el órgano sancionador y el procesado demandado, para buscar 
efectividad del derecho material o las garantías debidas a las personas que en él 
intervienen…” 
 
  A su vez, FERNANDO VELÁSQUEZ citado por nuestro máximo 
Tribunal Constitucional en sentencia de 25 de agosto de 1992, expone lo 
siguiente: “…En sentido amplio el debido proceso es el conjunto no solo de 
procedimientos legislativos, Judiciales y administrativos que deben cumplirse para 
que una ley, sentencia o resolución administrativa que se refiera a la libertad 
individual sean fundamentalmente válida, sino también para que se constituya en 
garantía del orden, de la justicia, de la seguridad en cuanto no se lesione de 
manera indebida la seguridad propuesta como intangible para el ciudadano en el 
Estado democrático”. 
 
  En sentido restringido, la doctrina define el debido proceso como 
todo ese conjunto de garantías que protegen al ciudadano sometido a cualquier 
proceso, que le aseguran a lo largo del mismo una recta y cumplida 
administración de Justicia; que le garantizan la libertad y la seguridad jurídica, la 
nacionalidad y la fundamentación de las resoluciones judiciales conforme a 
derecho. Desde este punto de vista entonces el debido proceso es principio madre 
o generatriz del cual dimanan todos y cada uno de los principios del Derecho 
Procesal Penal, incluso el del Juez natural que suele regularse a su lado…”. 

   
En cuanto al derecho fundamental al ACCESO A LA 

ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA, este hace parte del artículo 29 de la Carta 
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Magna, por lo que la jurisprudencia de la Corte Constitucional señaló que “[e]l 
acceso a la justicia, como servicio público y en su carácter de derecho fundamental 
autónomo [y a la vez instrumental], ocupó un escenario de deliberación especial, 
pues no solamente debían establecerse mecanismos que de manera efectiva 
permitieran el amparo de los derechos constitucionales, sino que también era 
preciso incorporar los aspectos que, atendiendo al nivel normativo de la Carta 
Política, permitieran un adecuado funcionamiento de la labor judicial. Sobre este 
último aserto en la sentencia T-431 de 1992”1 

 
En la acción sublite, la promotora arguyó la conculcación de sus 

derechos fundamentales, a razón, de que la sede judicial está desconociendo el 
escrito de subsanación que de manera oportuna presentó y que le fue puesto en 
conocimiento en el recurso de reposición formulado en contra del proveído que 
rechazó la demanda. 

 
Sobre el particular y en lo concerniente a los presupuestos que 

deben tenerse en cuenta para predicar que se configura la vía de hecho, ha 
expuesto la Corte Constitucional, lo siguiente: 

 
“Como lo ha expresado reiteradamente esta Corte, las providencias 

judiciales sólo son atacables ante la jurisdicción constitucional cuando ellas 
pierden su naturaleza, para convertirse en un instrumento para la actuación 
arbitraria del funcionario judicial; en este caso, más que ante un pronunciamiento 
judicial, se está frente a una vía de hecho, así considerada por cuanto el 
funcionario desatiende el ordenamiento jurídico que gobierna sus actuaciones, 
desacata sus deberes constitucionales y actúa movido por su propio arbitrio. Esos 
defectos protuberantes de una providencia implican entonces una “manifiesta 
desconexión entre la voluntad del ordenamiento y la del funcionario judicial”, que 
implica la “descalificación como acto judicial” de la providencia respectiva.2 Por 
ello, esta Corporación ha reiterado que esos “pronunciamientos judiciales 
arbitrarios y caprichosos, abiertamente contrarios a la Constitución y la ley, no 
merecen el tratamiento de providencias, porque su ruptura con el ordenamiento 
jurídico es tan ostensible, y el abuso contra los indefensos ciudadanos de tal 
envergadura, que no se pueden considerar el desarrollo de la función jurisdiccional, 
sino un abuso de su ejercicio”.3 En tales eventos, si esa vía de hecho vulnera o 
amenaza derechos fundamentales, la tutela es procedente para proteger a la 
persona afectada, si ésta no cuenta con un mecanismo  judicial idóneo, o el 
amparo constitucional resulta indispensable para evitar un perjuicio irremediable 
(CP art. 86)  

 
La Alta Magistratura Constitucional ha precisado igualmente las 

características que debe tener la actuación judicial para que pueda hablarse de 
vía de hecho. El funcionario judicial incurre en tal conducta, cuando comete, de 

manera manifiesta, en alguna de las siguientes situaciones: (1) funda su decisión 
en una norma que es evidentemente inaplicable (defecto sustantivo); (2) o es 
incuestionable que el juez carece del apoyo probatorio que le permita tomar la 
determinación respectiva (defecto fáctico); (3) o el funcionario judicial carece, en 
forma absoluta y clara, de competencia para dictar la providencia (defecto 
orgánico); o (4) finalmente, el juez actúa completamente por fuera del 
procedimiento establecido (defecto procedimental).4 

 

                                                
1 Sentencia T-186/2017. 
2 Sentencia T-231/94. 
3 Sentencia T-1009 de 2000. En el mismo sentido ver, entre otras, las sentencias C-543/92, T-173/93, T-

231/94, T-572/94, SU-429/98, T-204/98, T-001/99, SU-047/99 y T-121/99.  
4 Sentencia T-008/98. En el mismo sentido, ver, entre otras, las sentencias SU-047 de 1999 y T-1009 de 2000. 
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